CAUSALES DE NULIDAD − Artículo 84 – Código Contencioso Administrativo – Norma − Falta de aplicación – Indebida aplicación – Interpretación errónea
Las causales de nulidad previstas en el artículo 84 C.C.A. se diseñaron a partir de los elementos del acto administrativo: la competencia, la forma y el procedimiento, el motivo y la motivación, el contenido u objeto. Entendidos desde el punto de vista negativo los elementos del acto administrativo configuran las causales de nulidad: La incompetencia del funcionario o la autoridad; la expedición irregular —que incluye la falta de motivación—, la falsa motivación, la desviación de poder y la violación de la ley que, a su vez, ocurre por inaplicación, indebida aplicación e interpretación errónea.
Ahora bien, la falta de aplicación de una norma ocurre ya porque el funcionario (o la autoridad) ignora su existencia o porque, aunque conoce la norma, tanto que la analiza o sopesa, no la aplica para proferir el acto administrativo. También sucede esa forma de violación cuando la administración acepta la existencia ineficaz de la norma en el mundo jurídico, pues no acepta su validez en el tiempo o en el espacio. 

La aplicación indebida, por su parte, se presenta cuando el precepto o preceptos jurídicos que se hacen valer se usan o aplican, a pesar de no ser los pertinentes para proferir el acto administrativo. 

Y, finalmente, la interpretación errónea se configura cuando el precepto o preceptos que se aplican son los que regulan el asunto por resolver, pero la administración los entiende equivocadamente, y así, erróneamente comprendidos, los aplica y expide el acto administrativo. Es decir, ocurre cuando el funcionario (o la autoridad) le asigna a la norma o normas un sentido o alcance que no le corresponde.

CONTRATO DE PRENDA − Código Civil − Código de Comercio – Noción 
De conformidad con el Código Civil y el Código de Comercio, el contrato de prenda es aquel por el que “se entrega una cosa mueble a un acreedor para la seguridad de su crédito”. Básicamente, consiste en la entrega de una cosa mueble por parte del deudor al acreedor, en calidad de garantía del cumplimiento de las obligaciones principales estipuladas, sin que por ese hecho se transfiera la propiedad de la cosa al acreedor. Es un contrato nominado, accesorio (en cuanto depende de la existencia de un contrato principal), real, oneroso, de tracto sucesivo e indivisible.

PROMESA DE CONTRATO – Objeto 
Por su parte, la promesa de contrato tiene por objeto que las partes se obliguen recíprocamente a la celebración de un contrato, futuro y definitivo, cuyo límite es el establecimiento de un plazo o condición previamente establecido. 

CONTRATO DE PRENDA – No concede – Calidad de accionista

Ahora bien, según los conceptos y la norma citados, la prenda no confiere al acreedor los derechos inherentes a la calidad de accionista, salvo estipulación o pacto expreso. Esa es la interpretación literal del artículo 411 del Código de Comercio.

ACREEDOR PRENDARIO – Ejercicio – Actos reservados a socio

En ese sentido, el acreedor prendario puede ejercer actos que están reservados para un socio, y, para todos los efectos, frente a la sociedad reemplaza al titular del derecho societario en su posición contractual con dicha sociedad, pues el contrato accesorio de prenda expresamente le confirió la titularidad de todos los derechos a dicho acreedor.

Por las razones expuestas, la Sala considera que el acreedor prendario tiene derecho a incluir en su declaración de renta, los ingresos recibidos como pago por la prenda pactada, como un ingreso no constitutivo de renta ni de ganancia ocasional.
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La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial del demandante contra la sentencia del 28 de enero de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección B, que negó las pretensiones de la demanda. 

1. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS

· El 24 de abril de 2006, el señor Enrique Uribe Leyva presentó, en forma oportuna, la declaración del impuesto de renta y complementarios por el año gravable 2005, que corrigió el 25 de octubre de 2007.

· El 14 de abril de 2008, la DIAN expidió el requerimiento especial No. 320632008000018, en el que propuso: (i) el rechazo de los ingresos no constitutivos de renta ni ganancia ocasional, (ii) el incremento del impuesto de renta, (iii) el aumento de la sobretasa al impuesto de renta y (iv) liquidación de la sanción por inexactitud.

· El 9 de enero de 2009, previa respuesta del requerimiento especial, la Administración de Impuestos profirió la liquidación oficial de revisión No. 322412009000002.

· El 28 de enero de 2010, previa interposición del recurso de reconsideración, la DIAN profirió la Resolución No. 900011, notificada el 3 de febrero de 2010, que lo resolvió en sentido negativo.
2. ANTECEDENTES PROCESALES

2.1. LA DEMANDA
En ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, el señor Enrique Uribe Leyva, mediante apoderado judicial, formuló ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca las siguientes pretensiones:
“PRIMERO.- Que es nula la liquidación oficial de revisión No. 322412009000002 del 9 de enero de 2009, por medio de la cual el Jefe del Grupo  Interno de Trabajo Determinaciones Oficiales de la División de Gestión de Liquidación de la Dirección Seccional de Impuestos de Bogotá determinó el impuesto de renta y complementarios a cargo del contribuyente que represento, por el año gravable 2005.

SEGUNDO.- La resolución No. 900011 del 28 de enero de 2010, por medio de la cual la subdirectora de Gestión Jurídica de la DIAN, resolvió el recurso de reconsideración interpuesto contra la liquidación de que trata el punto anterior y confirmó la liquidación de revisión del impuesto de renta por el año 2005 a que se hizo referencia.

TERCERO.- Que, como consecuencia de las declaraciones de nulidad solicitadas, se declare que ha quedado en firme la declaración de corrección No. 134170107875612 del 25 de octubre de 2007, presentada por el contribuyente.”
2.1.1. Normas violadas

La demandante invocó como normas violadas las siguientes:
· Artículo 411 del Código de Comercio.

· Artículos 48 inciso 1° y 647 incisos 1, 2 y 6 del Estatuto Tributario.
2.1.2. Concepto de la violación
El demandante sustentó las causales de nulidad de la siguiente manera:

a. Participaciones no constitutivas de renta. Interpretación errónea del artículo 411 del Código de Comercio y falta de aplicación del inciso 1° del artículo 48 del E.T.

El apoderado del actor alegó que la participación del contribuyente en la sociedad Frigorífico San Martín de Porres Ltda. está determinada por los siguientes negocios jurídicos:

1. La señora madre del contribuyente celebró un contrato de promesa de cesión de derechos sociales con varios socios de la compañía mencionada.

2. Para garantizar los derechos de la prometiente cesionaria, en la promesa de cesión los prometientes cedentes suscribieron un contrato de prenda de los derechos sociales a que se hace referencia, transfiriendo a la prometiente cesionaria el derecho a deliberar, votar y recibir la participación de las utilidades en la mencionada compañía.

3. Una vez falleció la madre del contribuyente y se adelantó la sucesión de la señora Beatriz Leyva de Uribe, el contribuyente Enrique Uribe Leyva recibió a título de herencia el derecho como prometiente cesionario de las cuotas sociales y como acreedor pignoraticio de las mismas, con derecho a deliberación, voto y participación de utilidades.

Adujo que los antecedentes narrados fueron aceptados por la administración de impuestos en la Resolución No. 900011 del 20 de enero de 2010, de la que transcribió apartes.

Sostuvo que las razones legales de la autoridad tributaria para negar la calidad de ingresos no constitutivos de renta a las participaciones recibidas por el contribuyente en el Frigorífico San Martín de Porras Ltda., se fundan en lo dispuesto en los artículos 411 del Código de Comercio y el inciso 1° del artículo 48 del E.T. Que, sobre el particular, se dijo que el traspaso de los derechos a percibir las participaciones sociales sólo hace referencia a la sociedad, y, por ende, “no implica que en materia tributaria el acreedor prendario asuma los derechos  inherentes a la calidad de ‘accionista’ o ‘socio’ propiamente dicho”.
En relación con las participaciones, dijo que la administración sostuvo que el contribuyente no recibió participaciones en las utilidades, en calidad de socio, pues simplemente cuenta con las promesas de cesión y prenda como derechos heredados.

A juicio del demandante, los argumentos de la administración de impuestos carecen de fundamento por las razones que a continuación se transcriben:

“

a) El C. de Co., por ser una legislación cuyo objeto es la regulación de las relaciones entre comerciantes, es obvio que no se refiere a los derechos tributarios de la persona que como acreedor pignoraticio percibe la participación de utilidades en una compañía.

b) El hecho de que la calidad de acreedor pignoraticio no le otorgue al contribuyente la calidad de socio, no implica que no pueda tener el derecho a la exclusión del impuesto de renta sobre las participaciones de utilidades recibidas en lugar del socio que es deudor prendario, pues en esta materia más que la calidad personal de quien percibe tales rentas importa la calidad de ingresos que se reciben, como se verá luego.

(…)

a) La calificación de ingresos no constitutivos de renta para los dividendos y participaciones percibidos en sociedades nacionales no solamente se aplica a los socios o accionistas, sino también a las personas que tienen características ‘similares’ a las anteriores, según el texto de la norma que se comenta
.

b) ‘Similar’ según el Diccionario de la Lengua de la Real Academia Española, significa: ‘que tiene semejanza o analogía con algo’ (Tomo II, Edición 2001, Madrid, pag. 2067).

c) No puede haber mayor semejanza o analogía, en lo relativo a la percepción de participaciones en utilidades de una compañía, que la existente entre un ‘socio’ que recibe dichas utilidades y el acreedor pignoraticio que por virtud del contrato respectivo tiene derecho a percibir las utilidades en referencia.

d) La finalidad perseguida por el legislador a través del inciso 1° del artículo 48 del E.T., consiste en no gravar dos veces las utilidades sociales: una en cabeza de la sociedad y otra en cabeza de quien tiene el derecho a percibir utilidades. Si tal es la finalidad de la ley, al interpretar la disposición de que se trata, es preciso extender la exclusión de renta otorgada por la ley no solo al socio o accionista, sino también a aquella persona que en forma ‘similar’ tiene derecho a la percepción de las utilidades sociales, como es en este caso el acreedor prendario a quien por el contrato se le ha conferido dicho derecho. Al existir la palabra ‘similar’ en el texto, la interpretación del artículo que se propone no es extensiva sino literal.”

Para sustentar el argumento atrás transcrito, el actor adujo que en la sentencia del 12 de diciembre de 1991, el Consejo de Estado, con ponencia del Magistrado Jaime Abella Zárate, resolvió a favor del contribuyente un caso que tiene marcada analogía con el que ahora se estudia. Adujo que, en dicho caso, el Consejo de Estado consideró que el usufructuario tenía derecho al descuento tributario por los dividendos percibidos, razón por la que la sentencia se constituye en un precedente judicial para pedir que el derecho a la calificación de ingresos no constitutivos de renta se le conceda al acreedor prendario, en forma similar a como le fue reconocido al usufructuario en lugar del propietario.

Dijo que en sub lite se pide la interpretación literal del texto legal, en consideración a la palabra similares  contenida en el inciso 1° del artículo 48 del E.T. Que se trata de una situación aún más clara que la del precedente judicial citado, pues en éste último se trató de una interpretación teleológica y no literal.

Que, en consecuencia, quedó demostrada la violación del artículo 411 del Código de Comercio por interpretación errónea y del inciso 1° del artículo 48 del E.T. por falta de aplicación.

b. Sanción por inexactitud. Improcedencia.
Dijo el demandante que la sanción por inexactitud es improcedente, pues no debe existir ninguna diferencia entre el valor determinado por el contribuyente y lo que legalmente debía cubrir por tal concepto. Que, en consecuencia, no se presentó una diferencia que permita la liquidación de la sanción por inexactitud conforme con el artículo 647 del E.T. 

Indicó que en el presente caso tampoco se configuró el hecho sancionable del artículo 647 ibídem, pues no hay omisión de ingresos ni de bienes, así como tampoco se presentan datos falsos, equivocados, incompletos o desfigurados.

Que, en todo caso, cualquier desacuerdo que se presentara entre el valor declarado por el contribuyente y la cifra que la jurisdicción determine, es imputable a una diferencia de criterio en la interpretación de las normas legales aplicables, razón por la que tampoco procedería la sanción en los términos del artículo 647 citado. Aludió a la sentencia del 13 de marzo de 1989 proferida por esta Sección para sustentar su dicho.

2.2. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
El apoderado judicial de la DIAN se opuso a las pretensiones de la demanda. 

Indicó que lo que se discute es la calidad del señor Enrique Uribe Leyva como beneficiario de la adjudicación de la cesión de cuotas, prendas en garantía y prenda de derechos sociales sobre unas acciones en el Frigorífico San Martín de Porres Ltda. Concretamente, se discute si esos derechos reales le dan la calidad de socio en la mencionada empresa y si los ingresos que percibió del Frigorífico en virtud de la distribución de utilidades son ingresos gravables para el demandante.

Que de la conclusión de los actos demandados se puede advertir que los ingresos en discusión se derivan de la calidad de acreedor prendario del demandante sobre ciertas acciones del Frigorífico San Martín del Porres y no de la calidad de socio de la misma empresa, razón por la que los ingresos provenientes de dichas utilidades, que se trasladen al actor, no se pueden acoger al beneficio consagrado en los artículos 48 y 49 del E.T., pues este está establecido expresamente para quien tenga la calidad de socio y que no se puede hacer extensivo a personas diferentes, así se acuda a las más elaboradas construcciones analógicas para demostrar tal calidad.

Sostuvo que de los antecedentes administrativos se puede advertir que la DIAN sí analizó y valoró el material probatorio y no desconoce la calidad y los derechos reales que posee el señor Enrique Uribe Leyva y que lo hacen acreedor a los ingresos que recibe del frigorífico, sólo que dicha valoración probatoria confrontada con la normativa permite concluir que no es destinatario del beneficio de tener dichos ingresos como no constitutivos de renta ni ganancia ocasional.

Que la DIAN dio ese tratamiento a los ingresos declarados por el contribuyente porque así lo dice la doctrina de la Superintendencia de Sociedades, la de la Cámara de Comercio y la de la Superintendencia de Industria y Comercio, pues el ingreso no constitutivo de renta ni de ganancia ocasional, en estos casos, se predica únicamente  de los dividendos y participaciones recibidos por los socios, accionistas y similares, de conformidad con el artículo 48 del E.T. y porque el hecho de que una obligación esté respaldada por un contrato de prenda no transfiere la condición de socio al acreedor de la obligación, pues para poder ostentar tal calidad se debe dar plena observancia a los presupuestos establecidos en la ley, para lo que se debió previamente realizar la reforma estatutaria de la sociedad, con la correspondiente escritura pública registrada, como lo establece la ley.

En relación con el argumento de la parte demandante, que dice que dentro del concepto de similares, dispuesto en el artículo 48 del E.T., se incluye el del acreedor prendario, alegó que los sujetos relacionados en la norma, esto es, socios, accionistas, comuneros, asociados, suscriptores y similares, tienen en común que son sujetos que conforman una persona jurídica diferente a ellos, persona jurídica resultado de un animus asociativo y que, como consecuencia de esa colectividad, son titulares de derechos sobre la misma, que pueden ser denominados acciones, cuotas, etc., y que en virtud de esa titularidad pueden derivar obligaciones frente a la persona jurídica y terceros. 

Que, entonces, como el acreedor prendario no es titular de derechos de propiedad de la persona jurídica y, por ende, no la conforma, no puede asemejarse a los sujetos relacionados en el artículo 48 ibídem. Que, en consecuencia, el símil efectuado por el abogado del demandante constituye una falacia argumentativa, pues compara lo no comparable y, en la eventualidad de que se analizaran los ingresos, olvida que éstos no son recibidos de manera directa por la persona jurídica, sino que son el resultado de un contrato privado con algunos socios de la misma.

En relación con el argumento fundado en que el artículo 411 del Código de Comercio fue aplicado erróneamente, alegó que carece de sentido, en tanto que dicha norma, al ser parte de una codificación cuyo objeto es la regulación de las relaciones entre comerciantes, obviamente no se refiere a los derechos tributarios que la persona, como acreedor pignoraticio percibe por la participación de utilidades de una compañía. 

Que, adicionalmente, el hecho de que la calidad de acreedor pignoraticio no le otorgue al contribuyente la calidad de socio, no implica que no pueda tener el derecho a la exclusión del impuesto de renta sobre las participaciones en utilidades recibidas en lugar del socio que es deudor prendario, pues en esa materia, más que la calidad personal de quien percibe tales rentas, importa la calidad de los ingresos que se reciben. Así está previsto en el ordenamiento jurídico.

En cuanto a la jurisprudencia que el actor considera un precedente para fallar este caso, alegó (i) que dicha sentencia no constituye ningún precedente, puesto que los supuestos fácticos no son los mismos, toda vez que los contratos de usufructo y de prenda son diferentes jurídicamente; (ii) por mandato del Código de Comercio el tratamiento dado al usufructo de acciones  (artículo 412) y al acreedor prendario (411) son diferentes, pues al primero se le otorgan todos los derechos del accionista, exceptuando tres, mientras que al segundo únicamente se le otorgan algunos derechos; (iii) los efectos de los fallos son inter partes y no existe configuración de precedente, como ya se dijo, y (iv) los beneficios tributarios son de aplicación restrictiva y, por ende, deben estar establecidos expresamente en la ley.

Por último, en relación con la sanción por inexactitud, alegó que sí es imponible, toda vez que el actor omitió, en la declaración, ingresos gravados con el impuesto sobre la renta y, en consecuencia, incurrió en inexactitud, pues las cifras declaradas no fueron completas, exactas ni verdaderas.

Citó jurisprudencia relacionada con la sanción por inexactitud y concluyó que el contribuyente no tiene razón, en cuanto pretendía llevar en su declaración del impuesto sobre la renta y complementarios del año gravable 2005, rentas exentas que no proceden por expresa disposición legal.  

Que tampoco se configuró una diferencia de criterios, sino un desconocimiento flagrante del derecho procedente, por lo que debe confirmarse la legalidad de la imposición de dicha sanción.

Por último, pidió que, con fundamento en las consideraciones expuestas, se negaran las pretensiones de la demanda.
2.3. LA SENTENCIA APELADA
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en sentencia del 28 de enero de 2011, negó las pretensiones de la demanda.
Luego de hacer un estudio de la sociedad comercial, de las características esenciales del contrato de sociedad, de la clasificación de las sociedades y del contrato de prenda, advirtió que en el expediente consta la celebración de varios contratos de prenda abierta, en los que fueron cedidos varios derechos del Frigorífico San Martín de Porres Ltda. a la señora Beatriz Leyva de Uribe y que, como consecuencia de su fallecimiento, fueron cedidas 4300 cuotas sociales de dicha sociedad al señor Enrique Uribe Leyva, “de las que la causante tenía derecho a que se le traspasaran en virtud de promesa de compraventa, junto con el derecho de prenda que incluye el voto y la percepción de las utilidades correspondientes a dichas cuotas sociales, (…)”.

Que, entonces, el señor Enrique Uribe Leyva es el titular de los derechos derivados del contrato de promesa de cesión de cuotas sociales, con la calidad de cesionario, con derechos originados en el contrato de prenda en garantía con la condición de acreedor prendario.

Que, no obstante, esos tipos contractuales (cesión y prenda) tienen como finalidad, el primero, hacer un contrato futuro y definitivo, previamente estipulado en el que se transferirá real y materialmente el derecho de dominio y sus correlativos derechos y obligaciones sobre las cuotas sociales heredadas, documento que no fue aportado al plenario, razón por la que se entendía que el actor no detentaba el carácter de propietario de las cuotas sociales objeto de debate. Respecto del segundo, alegó que el contrato de prenda garantiza un sinnúmero de obligaciones presentes y futuras al momento de la suscripción del contrato, en las que se incluye la obligación de suscribir el contrato de cesión, pero que tampoco aparece del documento que acredita la calidad personal de socio de la sociedad limitada.

Citó los artículos 411 del Código de Comercio y 48 del Estatuto Tributario y dijo que el aspecto más importante de las normas radica en el espíritu de asociación de las personas naturales, que se prolonga durante la existencia de la sociedad e igualmente la unión de capitales o aportes de los socios con una finalidad de lucro, pero a su vez, con responsabilidades de la sociedad.

Que el beneficio fiscal establecido para los socios, asociados, comuneros, suscriptores y similares (titulares de cuotas o derechos de interés social correspondiente o proporcional al aporte entregado a la misma) no puede ser extendido al acreedor prendario, pues el término similares no puede ser interpretado de manera aislada a las características uniformes de las denominaciones plasmadas en la norma, que no es otra que la de tener una relación contractual vigente y unas obligaciones correlativas con el ente social.

Citó doctrina sobre la calidad de socio y alegó que el legislador, al usar el término similitud, pretendió prever otras denominaciones que se pudiesen crear en el futuro con características en su esencia homogéneas y uniformes con las ya existentes al momento de la creación de la norma, mas no ampliar el compás de acción del beneficio fiscal a múltiples interpretaciones y analogías proscritas en materia tributaria.

Dijo que el contrato de prenda no transfiere la titularidad de la propiedad, simplemente cumple un papel de garantía del cumplimiento de unas obligaciones principales que, de llegar a extinguirse, culminan con el contrato accesorio. Que si bien el acreedor prendario puede ejercer actos reservados a un socio como resultado de un pacto ajeno al societario para lograr un mayor grado de satisfacción en el cumplimiento de la obligación principal, mediante la garantía extendida por uno de los asociados y como producto de una relación contractual ajena a la sociedad, eso no es suficiente para desplazar al titular del derecho societario de su posición contractual adquirida frente a la sociedad, pues para eso se requiere más que un contrato accesorio de prenda y es imperativo adquirir la titularidad jurídica de las cuotas partes de la sociedad.

Indicó que el reparto de utilidades no constitutivas de ingreso o ganancia ocasional va dirigido únicamente al asociado titular del derecho de propiedad de las cuotas o derechos de interés social, más no al tercero en calidad de acreedor prendario habilitado para ejercer unos derechos propios del socio. Por tanto, este recibe el ingreso producto de la garantía pactada con el asociado, mas no como utilidad de la sociedad de la que no es asociado.

De otra parte, sostuvo que los ingresos tributarios se caracterizan por ser de aplicación restrictiva y, por tanto, no pueden ser objeto de interpretaciones extensivas o analógicas. Sobre el particular citó la sentencia No. 12638 del 12 de julio de 2002, proferida por esta Sección.

En cuanto a la sanción por inexactitud, dijo que no se configuró la diferencia de criterios, razón por la que es aplicable. Que en este caso está demostrada la omisión de ingresos, que no fueron incluidos en la base gravable por la aplicación de una tesis que contraría el sentido propio de las instituciones de derecho y con fundamento en una norma de beneficio fiscal inaplicable al sujeto contribuyente por carencia absoluta de la calidad expresada en la ley.
2.4. EL RECURSO DE APELACIÓN

El demandante presentó recurso de apelación contra la sentencia del Tribunal y solicitó que se revocara. 

Adujo que el Tribunal acertó al decir que la finalidad del artículo 48 del E.T. consistió en evitar la doble tributación sobre una misma renta, ya que la utilidad realizada por la sociedad y el dividendo o participación que percibe el socio corresponden a la misma riqueza que se ha producido en la economía materia de gravamen. Que, sin embargo, en evidente contradicción, el Tribunal consideró que la exclusión en el concepto de renta de la referencia es en consideración a la calidad de persona.

Que si se parte de la consideración de que la persona jurídica es una ficción, como lo dice el artículo 633 del Código Civil, es obvio que las sociedades no son sino formas jurídicas de que se valen las personas naturales para adelantar sus negocios. Que, entonces, resulta también obvio que si la utilidad realizada por una sociedad se grava con el impuesto de renta y es la de quien tiene derecho a percibir el dividendo o la participación, se grava doblemente la misma renta, con lo que se está cobrando un impuesto contrario al principio de igualdad, pues el contribuyente que produce una utilidad sólo está gravado una vez, en tanto que quien la realiza a través de una sociedad resulta gravado dos veces.

Dijo que la afirmación del Tribunal, al decir que la palabra similares no puede ser aplicada al acreedor pignoraticio no tiene fundamento, por las siguientes razones:

Que según el artículo 48 del E.T., la exclusión del concepto de renta de que se trata opera para socios, accionistas, comuneros, asociados, suscriptores y similares. Que el estatuto, al referirse a similares, ha agotado todas las posibilidades conocidas en derecho para referirse a las personas que forman parte de una persona jurídica o entidad asimilada a tal para efectos tributarios. 

En cuanto a las denominaciones que el Tribunal considera que se pudiesen crear en el futuro, alegó que es claro que por muy grande que sea la imaginación del legislador colombiano, no es posible inventarse nuevos tipos de personas jurídicas distintas de las que se conocen en derecho privado desde tiempos inmemoriales o las formas de asociación descritas en la norma.

Que no es posible afirmar que cuando el legislador incluyó la palabra similares en la norma, se refería a otras denominaciones que se pudiesen crear en el futuro, pues lo propio del legislador es regular situaciones existentes en la sociedad humana, como es el caso de la persona que tiene el usufructo de un derecho sin ser su propietario y no disponer de situaciones que escapan a su conocimiento, ya que el futuro es desconocido por la mente humana.

Adujo que la calificación de ingresos no constitutivos de renta para los dividendos y participaciones percibidos en sociedades nacionales no solamente se aplica a los socios o accionistas sino también a las personas que tienen características similares y quien mejor que un acreedor pignoraticio que, por virtud de un contrato, tiene derecho a percibir las utilidades de la referencia, pues tiene interés en el desarrollo de los negocios del objeto social y la administración de la sociedad.

En relación con la sanción por inexactitud, alegó que en ningún momento el contribuyente omitió declarar como ingresos brutos recibidos las participaciones que se discuten. Que si bien solicitó que se tuvieran como ingresos no constitutivos de renta los $120’399.000 de que trata el presente proceso, esto obedeció a una interpretación del artículo 48 del E.T., fundada en la interpretación teleológica de la norma, que coincide con la efectuada por el Tribunal, en la que se dijo que la finalidad de la norma es la de impedir una injusta doble tributación sobre la misma manifestación de la riqueza.

En consecuencia, pidió que se revocara la decisión de primera instancia y que, en su lugar, se accediera a las pretensiones de la demanda. 
2.5. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

El apoderado judicial del demandante reiteró en su totalidad los argumentos del escrito de apelación.

La DIAN insistió en la legalidad de la actuación administrativa demandada, razón por la que pidió que se confirmara la decisión de la primera instancia.

Alegó que, en la empresa generadora del pago, el actor ostenta simultáneamente la condición de socio y de acreedor prendario. Que, en calidad de socio, recibió la suma de $245’448.000 por concepto de participaciones, los que declaró como ingresos no constitutivos de renta ni ganancia ocasional y, en calidad de acreedor prendario, recibió la suma de $120.399.000 de participaciones de cuotas de interés social de otros socios, que adquirieron la promesa de venta desde 1995 y por la que se constituyó la pignoración de las mismas.

Que, en todo caso, el tratamiento fiscal de los ingresos no constitutivos de renta ni ganancia ocasional de los $120’399.000 es para los socios y no para el acreedor prendario, de tal manera que es contra derecho declararlos como no gravados y  pretender detraerlos de las rentas gravadas.

Que, desde el punto de vista de la administración, el acreedor prendario no reemplaza al socio y la prenda no confiere al acreedor los derechos del accionista, sino en virtud de estipulación o pacto expreso, conforme con el artículo 411 del Código de Comercio.

Que, en este caso, el actor confesó que la prenda se constituyó como garantía de una obligación de hacer y no de pagar el precio de unas cuotas que se encuentran totalmente pagadas. La obligación de hacer consiste en traspasar la titularidad de tales cuotas o partes de interés social a la cesionaria. Que esa es una razón adicional para reiterar que el derecho de dominio, la titularidad, está en cabeza de los socios que otorgaron la prenda y ésta se constituyó en garantía de una obligación. Que, entonces, hasta tanto no se dé nuevamente la cesión, los titulares de las cuotas o partes de interés social seguirán siendo los socios y no el actor como acreedor prendario.

Que, por todo lo anterior, debe confirmarse la decisión de primera instancia.

2.6. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Ministerio Público conceptuó en este caso. Dijo que aunque la promesa de cesión no traslada el dominio de las cuotas sociales, la prenda que garantizaba esa promesa otorgó a la promitente cesionaria y acreedora prendaria el ejercicio de todos esos derechos que tenían los socios promitentes cedentes y deudores prendarios, pues esa fue la voluntad de las partes con las respectivas consecuencias legales, términos y alcance en que fue transferida al demandante mediante acto de sucesión.

Que si bien no se puede afirmar que el demandante tuviera la titularidad de socio, puesto que no le fue transferida esa condición, sí puede concluirse que el hecho de votar, deliberar y percibir utilidades equivale o es similar a la que tienen los socios, accionistas, comuneros, asociados, suscriptores de una sociedad, conforme lo establece el artículo 48 del E.T.

Alegó que, en ese orden, no se requería que el demandante demostrara que es socio titular de las cuotas sociales, cuya cesión se prometió, para efectos de declarar las utilidades percibidas como ingresos no constitutivos de renta, pues la prenda constituida a favor de quien la heredó por sucesión le otorgó una condición ‘similar’ a la de un socio, accionista, comunero, asociado o suscriptor, a quienes también se dirige ese beneficio.

Sostuvo que la forma como el a quo discriminó la expresión ‘similar’ sin que el legislador lo hubiera hecho ni la condicionara a alguna situación particular, no sólo desconoce que existen formas reconocidas en la ley mediante las cuales una persona puede quedar vinculada a una sociedad en las condiciones de un socio, aunque no tenga plenamente ese carácter, y adquirir los beneficios de ley, como en el presente caso.

Indicó que tampoco tiene cabida la interpretación que hace el a quo respecto de la expresión ‘similares’, como referida a situaciones futuras sin identificar por parte del legislador, pues eso desconocería el efecto útil de las normas, según el cual debe considerarse la interpretación que permita consecuencias jurídicas sobre las que el legislador no las prevea, de entre todas las interpretaciones posibles, no sobre la que prevea consecuencias superfluas o innecesarias, porque lo que se pretende es concretar la voluntad del legislador.

Que el efecto útil de las normas no se cumpliría al darle a la expresión ‘similares’ una finalidad diferente a la de que, además de los socios, otras personas con las características de éstos puedan declarar como ingresos no constitutivos de renta las utilidades percibidas de una sociedad para evitar la doble tributación, en cuanto las sociedades las declaran. 

Según el Ministerio Público, las utilidades percibidas por el demandante en cuantía de $120’399.000 tienen el carácter de ingresos no constitutivos de renta, conforme con el artículo 48 del E.T., y, en consecuencia, la inconformidad del apelante tiene asidero legal y debe prosperar.
3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

En los términos del recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial del señor Enrique Uribe Leyva, parte demandante en el proceso, la Sala decide si se ajustan a derecho la liquidación oficial No. 322412009000002 del 1° de septiembre de 2009, mediante la que la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales reliquidó el impuesto sobre la renta y complementarios del demandante, por el año gravable 2005, y la Resolución No. 900011 del 28 de enero de 2010, que resolvió el recurso de reconsideración en el sentido de confirmar la liquidación oficial.

En concreto, la Sala estudiará si el beneficio fiscal de la exención de utilidades dispuesto en el inciso 1° del artículo 48 del Estatuto Tributario para socios, accionistas, comuneros, asociados, suscriptores y similares se aplica al acreedor prendario de algunas acciones de la sociedad. 

Para el efecto, la Sala hará un recuento de los hechos probados que originaron la reliquidación del impuesto de renta mencionado, la sanción por inexactitud y la consecuente demanda.

1. Entre la señora Beatriz Leyva de Uribe y varios propietarios de cuotas o derechos de interés social de la Sociedad Frigorífico San Martín de Porres Ltda. se suscribieron varios contratos de promesa de cesión de cuotas sociales
, con fecha del 8 de junio de 1993.
2. El mismo 8 de junio de 1993, los signatarios de la promesa del contrato de cesión suscribieron con la señora Beatriz Leyva de Uribe contratos de prenda abierta de las cuotas sociales pertenecientes a los pignorantes. El objeto de dicho contrato era “garantizar las obligaciones de pagar, dar o hacer a cargo de los pignorantes y a favor de la acreedora prendaria actualmente existentes o que en el futuro lleguen a existir, sin limitación de cuantía.
”
3. Con ocasión del fallecimiento de la señora Beatriz Leyva de Uribe se adelantó la sucesión, de cuyo testamento correspondió al señor Enrique Uribe Leyva el derecho a que le traspasaran 4300 cuotas sociales de la sociedad Frigorífico San Martín de Porres Ltda. “de las que la causante tenía derecho a que se le traspasaran en virtud de promesa de compraventa, junto con el derecho de prenda que incluye el voto y la percepción de las utilidades correspondientes a dichas cuotas sociales”
.
4. El 24 de abril de 2006, el señor Enrique Uribe Leyva presentó la declaración del impuesto de renta y complementarios por el año gravable 2005, en el que declaró como ingreso no constitutivo de renta la suma de $120’399.000, recibida como participación de utilidades de la compañía Frigorífico San Martín de Porres Ltda.

5. El 14 de abril de 2008, la DIAN expidió el requerimiento especial No. 320632008000018, en el que propuso: 
(i) El rechazo de ingresos como no constitutivos de renta ni ganancia ocasional por valor de $120.399.000, consistentes en la participación arriba mencionada. 
(ii) El incremento del impuesto de renta en la cantidad de $42’037.000.

(iii) El aumento de la sobretasa al impuesto de renta en la cantidad de $4’204.000.

(iv) La imposición de una sanción por inexactitud en cuantía de $73’986.000.

6. El 9 de enero de 2009, la Administración de Impuestos de Bogotá profirió la liquidación oficial de revisión No. 322412009000002, en la que se confirmó el rechazo de la suma de $120’399.000 como ingresos no constitutivos de renta ni ganancia ocasional, se aumentó el impuesto de renta y la sobretasa y se impuso la sanción por inexactitud.

7. El 10 de marzo de 2009, el contribuyente presentó el recurso de reconsideración.

8. El 28 de enero de 2010, la DIAN profirió la Resolución No. 900011, notificada el 3 de febrero de 2010, que resolvió el recurso de reconsideración, en sentido negativo.
9. El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en sentencia del 28 de enero de 2011, negó las pretensiones de la demanda, al considerar que las participaciones recibidas por el señor Enrique Uribe Leyva, en calidad de acreedor pignoraticio, no podían ser considerados como ingreso no constitutivo de renta ni ganancia ocasional, pues dicha calidad no puede asimilarse a la de los socios, asociados, accionistas, comuneros o suscriptores y similares. 

Que el término similares no puede interpretarse de manera aislada a las características uniformes de las denominaciones dispuestas en la norma, sino con fundamento en la característica común de los miembros de la sociedad, que para este caso es el animus societatis. Que, además, cuando el legislador se refirió al término similares se refería a “otras denominaciones que se pudiesen crear en el futuro” pero siempre con la característica común del animus societatis.

10. En el recurso de apelación, el demandante alegó que el término similares a que alude el artículo 48 del E.T. no puede interpretarse como “denominaciones que se pueden crear en el futuro”, pues alegó que “por muy grande que sea la imaginación del legislador colombiano no le resulta posible inventarse nuevos tipos de personas jurídicas distintas a las que se conocen en derecho privado” o a las formas de asociación anteriormente descritas.

Que no puede haber mayor semejanza o analogía, en lo relativo a la percepción de participaciones en utilidades de una compañía, que la existente entre un socio que recibe dichas utilidades y el acreedor pignoraticio que por virtud del contrato respectivo tiene derecho a recibir las utilidades mencionadas, pues ambos tienen interés en el desarrollo de los negocios de la sociedad. 

Con fundamento en los supuestos narrados, la Sala procede a determinar si los ingresos recibidos por el señor Enrique Uribe Leyva, a título de acreedor prendario, por concepto de participación de cuotas de interés social de otros socios, en valor de $120’399.000, deben considerarse como ingresos no constitutivos de renta ni de ganancia ocasional.

Interpretación errónea del artículo 411 del Código de Comercio y falta de aplicación del inciso 1° del artículo 48 del Estatuto Tributario
Las causales de nulidad previstas en el artículo 84 C.C.A. se diseñaron a partir de los elementos del acto administrativo: la competencia, la forma y el procedimiento, el motivo y la motivación, el contenido u objeto. Entendidos desde el punto de vista negativo los elementos del acto administrativo configuran las causales de nulidad: La incompetencia del funcionario o la autoridad; la expedición irregular —que incluye la falta de motivación—, la falsa motivación, la desviación de poder y la violación de la ley que, a su vez, ocurre por inaplicación, indebida aplicación e interpretación errónea.
Ahora bien, la falta de aplicación de una norma ocurre ya porque el funcionario (o la autoridad) ignora su existencia o porque, aunque conoce la norma, tanto que la analiza o sopesa, no la aplica para proferir el acto administrativo. También sucede esa forma de violación cuando la administración acepta la existencia ineficaz de la norma en el mundo jurídico, pues no acepta su validez en el tiempo o en el espacio. 
La aplicación indebida, por su parte, se presenta cuando el precepto o preceptos jurídicos que se hacen valer se usan o aplican, a pesar de no ser los pertinentes para proferir el acto administrativo. 
Y, finalmente, la interpretación errónea se configura cuando el precepto o preceptos que se aplican son los que regulan el asunto por resolver, pero la administración los entiende equivocadamente, y así, erróneamente comprendidos, los aplica y expide el acto administrativo. Es decir, ocurre cuando el funcionario (o la autoridad)  le asigna a la norma o normas un sentido o alcance que no le corresponde.
A juicio de la Sala, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales de Bogotá interpretó erróneamente el artículo 411 del Código de Comercio e incurrió en la causal de nulidad por falta de aplicación del inciso 1° del artículo 48 del E.T., como pasa a verse.
El artículo 411 del Código de Comercio dispone: 

“ARTICULO 411. Pacto para conferir derechos de accionista al acreedor prendario. La prenda no conferirá al acreedor los derechos inherentes a la calidad de accionista sino en virtud de estipulación o pacto expreso. El escrito o documento en que conste el correspondiente pacto será suficiente para  ejercer ante la sociedad  los derechos que se confieran al acreedor; y cuando se trata de acciones al portador, dicho documento será suficiente para que el deudor ejerza los derechos de accionista no conferidos al acreedor.”

De conformidad con el Código Civil
 y el Código de Comercio
, el contrato de prenda es aquel por el que “se entrega una cosa mueble a un acreedor para la seguridad de su crédito”. Básicamente, consiste en la entrega de una cosa mueble por parte del deudor al acreedor, en calidad de garantía del cumplimiento de las obligaciones principales estipuladas, sin que por ese hecho se transfiera la propiedad de la cosa al acreedor. Es un contrato nominado, accesorio (en cuanto depende de la existencia de un contrato principal), real, oneroso, de tracto sucesivo e indivisible.

Por su parte, la promesa de contrato
 tiene por objeto que las partes se obliguen recíprocamente a la celebración de un contrato, futuro y definitivo, cuyo límite es el establecimiento de un plazo o condición previamente establecido. 
De las pruebas aportadas al proceso, se tiene que la señora Beatriz Leyva de Uribe suscribió varios contratos de promesa de cesión de cuotas sociales con propietarios de acciones de la sociedad Frigorífico San Martín de Porres Ltda
. 

Según se advierte en los contratos aportados, en los numerales segundo y tercero se estipuló que la promesa de cesión comprende todos los derechos correspondientes a los prometientes cedentes sobre las mencionadas cuotas, la participación en el capital social, valorizaciones, superávit, reservas, utilidades por repartir y utilidades producidas por las cuotas sociales, así como el traspaso de las cuotas sociales libres de pleitos, embargos, limitaciones y condiciones resolutorias de dominio, prendas y demás gravámenes, con excepción de los que se indican en dicho contrato de cesión.
También aparece en el expediente que la cesión mencionada se garantizó con contratos de prenda abierta, en los que la señora Beatriz Leyva de Uribe constituyó garantía sobre la totalidad de las cuotas sociales pertenecientes a los pignorantes.
Ahora bien, según los conceptos y la norma citados, la prenda no confiere al acreedor los derechos inherentes a la calidad de accionista, salvo estipulación o pacto expreso. Esa es la interpretación literal del artículo 411 del Código de Comercio. Sin embargo, según se advierte en el artículo tercero de los contratos de prenda suscritos por la señora Beatriz Leyva de Uribe, la prenda pactada “confiere a la ACREEDORA PRENDARIA todos los derechos de las PIGNORANTES sobre las cuotas sociales pignoradas, derivados de su calidad de socias, incluyendo expresamente las de deliberación, voto y recibo de utilidades o participaciones.”

Para la Sala no existe duda de que el señor Enrique Uribe Leyva ostenta los derechos derivados de la calidad de socio de los pignorantes. Esa es la estipulación expresa del artículo tercero del contrato de prenda, atrás citado y de los numerales segundo y tercero del contrato de cesión de cuotas sociales. Si bien, en principio se consideraría que el hecho de que el acreedor prendario ostente para sí el derecho a recibir las utilidades o participaciones de la compañía no implica que automáticamente tenga derecho a recibir los beneficios tributarios derivados de la percepción de esas utilidades, dado que la naturaleza de los dineros que recibe en calidad de acreedor prendario es diferente de la naturaleza de los ingresos percibidos en calidad de socio, lo cierto es que, conforme con los efectos del contrato de prenda conferidos por los pignorantes a la acreedora prendaria, todos los derechos de los socios, incluido el derecho a percibir utilidades, fueron transferidas al señor Enrique Uribe Leyva. 

En efecto, los $120’399.000 recibidos por el actor son provenientes de una acreencia y pese a que se perciben a ese título, siguen siendo dividendos y participaciones percibidas por cuotas propias, como lo exige el artículo 48 del E.T. y no pierden su naturaleza.
Las participaciones y dividendos son las utilidades que reciben los socios, asociados, copartícipes o comuneros de las sociedades limitadas o asimiladas, o los accionistas de sociedades anónimas o asimiladas, de acuerdo con sus aportes o acciones, si en el contrato no se ha previsto válidamente otra cosa.
 Para efectos tributarios son dividendos o participaciones en utilidades:

 

1. La distribución ordinaria o extraordinaria que durante la existencia de la sociedad y bajo cualquier denominación que se le dé, haga una entidad, en dinero o en especie, a favor de los respectivos accionistas, socios, comuneros, asociados, suscriptores o similares, de la utilidad neta realizada durante el período gravable o de la acumulada en períodos anteriores. (Sea que se encuentre contabilizada como utilidad o como reserva.)

 

 2. La distribución extraordinaria de la utilidad neta acumulada en períodos anteriores que haga una sociedad al momento de su transformación en otro tipo de sociedad y bajo cualquier denominación que se le dé, en dinero o en especie, a favor de sus respectivos accionistas, socios, comuneros, asociados, suscriptores o similares.

 

 3. La distribución extraordinaria de la utilidad neta acumulada en años o períodos anteriores que al momento de su liquidación y bajo cualquier denominación que se le dé, haga una sociedad, en dinero o en especie, a favor de sus respectivos accionistas, socios, comuneros, asociados, suscriptores o similares, en exceso del capital aportado o invertido en acciones.
Ahora bien, de conformidad con el artículo 48 del E.T. no serán ingresos constitutivos de renta los siguientes: 
“ARTICULO 48. Las participaciones y dividendos. Los dividendos y participaciones percibidos por los socios, accionistas, comuneros, asociados, suscriptores y similares, que sean personas naturales residentes en el país, sucesiones ilíquidas de causantes que al momento de su muerte eran residentes en el país, o sociedades nacionales, no constituyen renta ni ganancia ocasional. 

Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, tales dividendos y participaciones deben corresponder a utilidades que hayan sido declaradas en cabeza de la sociedad. Si las utilidades hubieran sido obtenidas con anterioridad al primero de enero de 1986, para que los dividendos y participaciones sean un ingreso no constitutivo de renta ni ganancia ocasional, deberán además, figurar como utilidades retenidas en la declaración de renta de la sociedad correspondiente al año gravable de 1985, la cual deberá haber sido presentada a más tardar el 30 de julio de 1986.

Se asimilan a dividendos las utilidades provenientes de fondos de inversión, de fondos de valores administrados por sociedades anónimas comisionistas de bolsa, de fondos mutuos de inversión, de fondos de pensiones de jubilación e invalidez y de fondos de empleados que obtengan los afiliados, suscriptores, o asociados de los mismos.” (Subraya la Sala).

De la norma en cita se colige que son ingresos no constitutivos de renta ni ganancia ocasional las participaciones obtenidas por los socios, accionistas, comuneros, asociados, suscriptores y similares que hayan sido declarados por la sociedad, es decir, sobre los que ya haya recaído el impuesto. 

Ahora bien, tal como lo sostuvo el demandante, la finalidad perseguida por el artículo 48 del Estatuto Tributario es la de evitar la doble tributación del impuesto sobre la renta entre las sociedades y los asociados. Así, cuando los ingresos que percibe la sociedad están sometidos al impuesto y las utilidades corresponden fiscalmente a rentas gravadas, los dividendos pagados con cargo a dichas utilidades son ingresos no constitutivos de renta ni ganancia ocasional para los socios. 

Para la Sala el monto percibido por el señor Enrique Uribe Leyva debe ser deducido en los términos del artículo 48 ibídem, pues si bien el acreedor prendario no percibe el ingreso a título de dividendo, sino a título del pago de una deuda, los dividendos no pierden su naturaleza por esa simple razón.
El apelante alega que el acreedor prendario es un sujeto similar al accionista, al socio, al comunero, al asociado o al suscriptor. 
La Sala considera que tanto el socio como el acreedor prendario tienen interés en los negocios propios de la sociedad y, por ende, tienen la similitud que exige la norma para que se pueda configurar la deducción. 

La 22ª edición del diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define el término ‘similar’, así:

“Similar. (De símil).1. adj. Que tiene semejanza o analogía con algo.”
Tal como lo precisó el Tribunal la similitud propia de los miembros de la sociedad proviene del animus societatis y, el legislador, al utilizar el término ‘similares’ en el artículo 48 del E.T., pretendió abarcar otros tipos de relaciones contractuales entre las personas y los entes sociales, pero siempre con la existencia del elemento común que los agremie, que es, como se dijo, el ánimo de asociarse. Ese ánimo es distinto del ánimo del acreedor prendario, cuyo objetivo principal es percibir el pago por las obligaciones estipuladas en el contrato de prenda. Sin embargo, en este caso, dadas las condiciones en las que se otorgó la prenda, esto es, con cesión de “todos los derechos de los PIGNORANTES sobre las cuotas sociales pignoradas”, es claro que el acreedor prendario se asemeja al socio
.
Por esa razón, la Sala acoge lo expuesto por el apoderado de la demandante, en cuanto a que el acreedor prendario puede incluirse en el término ‘similares’ dispuesto en el artículo 48 ibídem.

En ese sentido, el acreedor prendario puede ejercer actos que están reservados para un socio, y, para todos los efectos, frente a la sociedad reemplaza al titular del derecho societario en su posición contractual con dicha sociedad, pues el contrato accesorio de prenda expresamente le confirió la titularidad de todos los derechos a dicho acreedor.
Por las razones expuestas, la Sala considera que el acreedor prendario tiene derecho a incluir en su declaración de renta, los ingresos recibidos como pago por la prenda pactada, como un ingreso no constitutivo de renta ni de ganancia ocasional.

En consecuencia, la Sala considera que los actos demandados son nulos por violación del inciso 1° del artículo 48 del E.T., por falta de aplicación, y por interpretación errónea del artículo 411 del E.T. en tanto consideraron que las participaciones y dividendos recibidos por el acreedor prendario, como consecuencia de la garantía estipulada en el contrato de prenda, eran ingresos constitutivos de renta y de ganancia ocasional.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta,  administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A

1. REVÓCASE la sentencia del 28 de enero de 2011, proferida por la Sección Cuarta, Subsección B del Tribunal Administrativo de Cundinamarca. En su lugar,

2. DECLÁRASE la nulidad de la Liquidación Oficial de Revisión No. 322412009000002 del 9 de enero de 2009 y la Resolución No. 900011 del 28 de enero de 2010, que la confirmó.

3. A título de restablecimiento del derecho, DECLÁRASE en firme la declaración de corrección No. 134170107875612 del 25 de octubre de 2012, presentada por el contribuyente Enrique Uribe Leyva. 

Cópiese, notifíquese, comuníquese y cúmplase.

Esta providencia se estudió y aprobó en la sesión de la fecha.

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ                    HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS           
             Presidente

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA           CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ              

� El demandante se refiere al inciso 1° del artículo 48 del E.T.


� Folios 296 a 305 de los c.a. 2 y 3


� Folios 255 a 257 c.a. 2


� Folios 261 a 290 c.a. 2


� Artículos 2409 y s.s.


� Artículos 1200 a 1220.


� Artículo 1611 C.C.


� Folios 296 a 305 c.a.


� Folios 585-586, 590 – 591 c.a.


� Al respecto Ver: Conceptos 220-12546 del 07 de marzo de 2007 y 220-034956 del 07 de julio de 2007 de la Superintendencia de Sociedades.





